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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 257/2024-3

PARTE ACTORA: 

**********

AUTORIDAD DEMANDADA:

COMISIÓN  ESTATAL DE GARANTÍA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ (CEGAIP). 
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR.
San Luis Potosí, S.L.P.,  quince de octubre de dos mil veinticuatro. 

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 257/2024-3 promovido por **********contra actos del  Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí; del Comisionado Presidente de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, del  Notificador de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí; y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con veintiuno de febrero de dos mil veinticuatro, compareció **********señalando como autoridad demandada al Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí; b) El Comisionado Presidente de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, y; c) El Notificador de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí; por la nulidad del siguiente acto: “1.- La ilegal notificación y/o emplazamiento al procedimiento de verificación vinculante a las obligaciones de transparencia durante el año 2017, practicada, supuestamente en cumplimiento al acuerdo **********, de la Sesión Ordinaria de Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública de San Luis Potosí, al Ayuntamiento de Cerro de San Pedro, S.L.P, así como la resolución definitiva dictada en el mismo, el procedimiento de ejecución de dicha resolución y las consecuencias legales que derivaron o deriven de dicho procedimiento.2.- La ilegal notificación y/o emplazamiento al procedimiento de imposición de medidas de apremio identificado con el expediente número **********, así como la resolución definitiva dictada en el mismo, el procedimiento de ejecución de dicha resolución. 3.- La inminente ejecución de las resoluciones señaladas en los incisos 1 y 2 que anteceden.”.

II.- Por auto de fecha catorce de marzo de dos mil veinticuatro, se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
III.-Por proveído de fecha seis de mayo de dos mil veinticuatro,  se  tuvo a la autoridad demandada, por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía; se admitieron las pruebas de las partes.

IV.- Por auto de fecha  tres de julio de dos mil veinticuatro, se tuvo por desechando la prueba requerida a la parte actora y se fijó  fecha y hora para la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
V.- Con fecha catorce de agosto de dos mil veinticuatro, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, con la inasistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos hizo relación de las constancias de autos; e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes, en etapa de alegatos; se dio cuenta de que no fueron formulados por ninguna de las partes; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción XVIII, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 1º, 2°, 248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. Preceptos legales, que señalan los asuntos de la competencia del Tribunal, entre los cuales se ubica el presente juicio, vinculado con actos o resoluciones emitidas por dependencias, entidades u órganos autónomos de esta entidad federativa, sobre los cuales se ejerce jurisdicción.

Competencia establecida en términos de los artículos 196 y 207 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, los cuales señalan que solo procede en contra de la imposición de multas derivadas de la ejecución de medidas de apremio y, en contra de las sanciones impuestas en la resolución al procedimiento sancionatorio, procederá el juicio de nulidad ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.
Para una mayor comprensión, se transcriben los numerales antes citados:

“Artículo 196. En contra de la imposición de multas derivadas de la ejecución de medidas de apremio, procede el juicio de nulidad ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, y es independiente del procedimiento sancionador que en su caso se implemente al infractor.”
“Artículo 207. En contra de la resolución al procedimiento sancionatorio procede el juicio de nulidad ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, sólo para los efectos de lo resuelto y las sanciones impuestas en el procedimiento sancionatorio de este Capítulo.

“Lo anterior, sin perjuicio de que las resoluciones de los recursos de revisión de la CEGAIP son vinculatorias, definitivas e inatacables para los sujetos obligados y su cumplimiento es independiente del procedimiento descrito en este Capítulo.”

En ese tenor, por exclusión de lo dispuesto en las disposiciones legales invocadas, cualquier controversia que no se ajuste a las mismas, queda fuera de los supuestos que le corresponde resolver a este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.
La parte actora, comparece a nombre propio y acreditó  su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada de la resolución donde consta la imposición de la multa en este juicio, visible en fojas de la 18  a la 33  de este sumario.
La personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, quedo  debidamente acreditada, con la copia de la Publicación del Periódico Oficial del Estado de fecha 30 de junio de 2022, donde consta su designación, visible en fojas 85 a la 89 del expediente en que se actúa, en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo en consulta. 

Las documentales anteriormente referidas, adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.

TERCERO.- La litis de la presente controversia, conforme lo señalado en el escrito inicial de demanda consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de los siguientes  actos: 

“1.- La ilegal notificación y/o emplazamiento al procedimiento de verificación vinculante a las obligaciones de transparencia durante el año 2017, practicada, supuestamente en cumplimiento al acuerdo **********, de la Sesión Ordinaria de Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública de San Luis Potosí, al Ayuntamiento de Cerro de San Pedro, S.L.P, así como la resolución definitiva dictada en el mismo, el procedimiento de ejecución de dicha resolución y las consecuencias legales que derivaron o deriven de dicho procedimiento.”

“2.- La ilegal notificación y/o emplazamiento al procedimiento de imposición de medidas de apremio identificado con el expediente número **********, así como la resolución definitiva dictada en el mismo, el procedimiento de ejecución de dicha resolución…
“3.- La inminente ejecución de las resoluciones señaladas en los incisos 1 y 2 que anteceden.”.
Debiendo señalar que es en la Resolución de fecha **********dictada en el expediente  **********en el que se impone al actor una multa por la cantidad de **********del cual tuvo conocimiento mediante el 10 de enero de 2024, resolución que se encuentra impugnado en este juicio.
Acto administrativo que obra en copia certificada  en fojas 137  a la 153 de este sumario, exhibido por la accionante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.

CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria procede a analizar si en el expediente en que se actúa, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, conforme a lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Octava Época, Registro: 221332, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. ...”

En ese tenor, se advierte que la parte actora se encuentra impugnando en este juicio los siguientes actos:
“1.- La ilegal notificación y/o emplazamiento al procedimiento de verificación vinculante a las obligaciones de transparencia durante el año 2017, practicada, supuestamente en cumplimiento al acuerdo **********, de la Sesión Ordinaria de Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública de San Luis Potosí, al Ayuntamiento de Cerro de San Pedro, S.L.P, así como la resolución definitiva dictada en el mismo, el procedimiento de ejecución de dicha resolución y las consecuencias legales que derivaron o deriven de dicho procedimiento.”

“2.- La ilegal notificación y/o emplazamiento al procedimiento de imposición de medidas de apremio identificado con el expediente número **********, así como la resolución definitiva dictada en el mismo, el procedimiento de ejecución de dicha resolución…
“3.- La inminente ejecución de las resoluciones señaladas en los incisos 1 y 2 que anteceden.”.

Actos de los que se infiere de su lectura  tratan de la impugnación de procedimientos previos a la imposición de la multa contenida en la resolución con el expediente número **********, como lo son: la  ilegal notificación y/o emplazamiento al procedimiento de verificación vinculante a las obligaciones de transparencia durante el año 2017, practicada, supuestamente en cumplimiento al acuerdo **********, resolución definitiva dictada en el mismo, el procedimiento de ejecución de dicha resolución y la ilegal notificación y/o emplazamiento al procedimiento de imposición de medidas de apremio.

Hechos sobre  los cuales no puede pronunciarse este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, para determinar su legalidad o ilegalidad,  ello atendiendo a lo dispuesto por los artículos 196 y 207 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, los cuales señalan que solo procederá el juicio de nulidad ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa en contra de la imposición de multas derivadas de la ejecución de medidas de apremio, lo que genera en el caso que os ocupa que solo sea procedente en contra de las sanciones impuestas en la resolución al procedimiento sancionatorio identificado con el expediente número **********,  numerales en cita que a la letra dicen: 

“Artículo 196. En contra de la imposición de multas derivadas de la ejecución de medidas de apremio, procede el juicio de nulidad ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, y es independiente del procedimiento sancionador que en su caso se implemente al infractor.”
“Artículo 207. En contra de la resolución al procedimiento sancionatorio procede el juicio de nulidad ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, sólo para los efectos de lo resuelto y las sanciones impuestas en el procedimiento sancionatorio de este Capítulo.

“Lo anterior, sin perjuicio de que las resoluciones de los recursos de revisión de la CEGAIP son vinculatorias, definitivas e inatacables para los sujetos obligados y su cumplimiento es independiente del procedimiento descrito en este Capítulo.”

En ese tenor, por exclusión de lo dispuesto en las disposiciones legales invocadas, cualquier controversia que no se ajuste a las mismas, queda fuera de los supuestos que le corresponde resolver a este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.

Cabe señalar, que el artículo 193 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, permite su supletoriedad en cuanto a los mecanismos de notificación y ejecución de medidas de apremio, en el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que la aplicación supletoria al caso que nos ocupa, recae únicamente a lo relativo a las medidas de apremio que son Amonestación pública o privada, y  Multa, no así al procedimiento previo de la imposición de las medidas de apremio, que son los diversos actos que impugna en este juicio, según se razono con anterioridad.  

Para una mayor comprensión se transcribe el artículo en comento: 
“Artículo 190. La CEGAIP, en el ámbito de su competencia, podrá imponer indistintamente al servidor público encargado de cumplir con la resolución, o a los miembros de los sindicatos, partidos políticos, candidatas y candidatos independientes, o a la persona física o moral responsable, las siguientes medidas de apremio para asegurar el cumplimiento de sus determinaciones: I.- Amonestación pública o privada, y II.- Multa, de ciento cincuenta hasta mil quinientas veces la unidad de medida  y actualización vigente. “El incumplimiento de los sujetos obligados será difundido en el portal de obligaciones de transparencia de la CEGAIP y considerados en las evaluaciones que realicen éstos. En caso de que el incumplimiento de las determinaciones de la CEGAIP implique la presunta comisión de un delito o una de las conductas señaladas en el artículo 197 de esta Ley, ésta deberá denunciar los hechos ante la autoridad competente. “Las medidas de apremio de carácter económico no podrán ser cubiertas con recursos públicos”.

Conforme a lo anterior, debe sostenerse que esta Tercera Sala Unitaria se encuentra impedida para pronunciarse respecto de los diversos actos impugna de notificación y formalidades del procedimiento previo a la imposición de las medidas de apremio que en su caso fue la multa por la cantidad de **********del cual tuvo conocimiento mediante el 10 de enero de 2024, y, por ende, de las pretensiones que se deducen en este juicio, por tratarse de actos son el origen donde emana de  la imposición de una Medida de Apremio, los cuales debieron combatirse en vía diversa al juicio de nulidad. 

En virtud de lo anterior, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, determina que no tiene competencia para resolver de los diversos actos que impugna la parte actora que no refieran a la multa que le fue impuesta, como lo son; La ilegal notificación y/o emplazamiento al procedimiento de verificación vinculante a las obligaciones de transparencia durante el año 2017, practicada, supuestamente en cumplimiento al acuerdo **********, de la Sesión Ordinaria de Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública de San Luis Potosí, al Ayuntamiento de Cerro de San Pedro, S.L.P, así como la resolución definitiva dictada en el mismo, el procedimiento de ejecución de dicha resolución y las consecuencias legales que derivaron o deriven de dicho procedimiento. 2.- La ilegal notificación y/o emplazamiento al procedimiento de imposición de medidas de apremio identificado con el expediente número **********, así como la resolución definitiva dictada en el mismo, el procedimiento de ejecución de dicha resolución…”
De acuerdo a los razonamientos vertidos en este considerando; por lo que procede decretar el SOBRESEIMIENTO del juicio, ante la improcedencia del mismo por haberse utilizado una vía inexacta, con fundamento en los artículos 228 fracción XI y 229 fracciones II y VIII, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 7º fracción XVIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en concatenación con los artículos 196  y 207 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

Sirve de sustento a lo anterior la siguiente Tesis de la Décima Época,  Registro: 2017811,  Instancia: Pleno,  Tipo de Tesis: Jurisprudencia,  Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 58, Septiembre de 2018, Tomo I,  Materia(s): Administrativa,  Tesis: P./J. 21/2018 (10a.),  Página: 271, que refiere:  

“IMPROCEDENCIA DE LA VÍA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CUANDO LA DEMANDA RESPECTIVA SE HUBIERE ADMITIDO, EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEBE LIMITARSE A SOBRESEER EN EL JUICIO. Conforme al artículo 8o., fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, es improcedente el juicio ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa contra actos que no le competa conocer a dicho Tribunal; de modo que si se demanda algún acto ajeno a su competencia material prevista en los artículos 14 y 15 de la Ley Orgánica que lo rige, la consecuencia necesaria, cuando la demanda respectiva se hubiere admitido, es que deba sobreseerse en el juicio, con apoyo en la fracción II del artículo 9o. del primer ordenamiento citado, acorde con la cual, procede el sobreseimiento cuando durante el juicio aparezca o sobrevenga alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo 8o. mencionado. Ahora bien, como ninguno de estos preceptos, ni alguno otro de la propia ley, disponen que al actualizarse la improcedencia –y el consecuente sobreseimiento en el juicio– también deba precisarse en la propia resolución cuál es, en su caso, la diversa autoridad a quien compete el conocimiento del asunto, se concluye que en estos supuestos el legislador estableció una causal sustentada en la improcedencia de la vía y, por ello, no existe obligación legal del Tribunal de señalar a qué otra autoridad han de remitirse los autos, ni debe esperar a que ésta decida si acepta o no la competencia, y menos aún condicionar la improcedencia del juicio hasta que se decida un posible conflicto competencial entablado con el órgano al que se le declinó competencia, a fin de que hasta este último momento se decrete la firmeza del sobreseimiento. En efecto, no deben confundirse las figuras jurídicas de la incompetencia y de la improcedencia de la vía, pues mientras la primera implica la apertura de un procedimiento para determinar qué órgano jurisdiccional se hará cargo de la demanda, ya sea porque una autoridad decline su conocimiento, o bien, pida a otra que se inhiba de ello; la segunda exclusivamente conlleva la determinación unilateral de rechazar la demanda porque ante quien se presentó carece de atribuciones para conocer de las pretensiones del actor, quedando a salvo sus derechos para hacerlos valer ante la autoridad que elija como la competente. En consecuencia, como la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo no dispone expresamente la apertura de un trámite competencial cuando se estime que el juicio es improcedente, porque el acto cuya nulidad se demandó no le compete conocerlo al Tribunal Federal de Justicia Administrativa, ante esta clara improcedencia de la vía, cuando la demanda hubiere sido admitida, dicho órgano jurisdiccional debe limitarse a sobreseer en el juicio, pues al carecer de facultades expresas para la apertura de un trámite competencial, hecha excepción de los conflictos originados al seno del propio Tribunal por razón de territorio, tampoco debe actuar en un sentido no autorizado por la ley, si se toma en cuenta que conforme al principio de legalidad sólo puede hacer lo que ésta le permite y, además, con ese proceder tampoco se restringen las defensas del actor, al contar con medios de impugnación a su alcance para combatir el sobreseimiento referido.”

Asimismo tiene aplicación por analogía la Tesis de Jurisprudencia del Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, Época: Décima Época, Registro: 2019322,  Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Publicación: viernes 15 de febrero de 2019 Materia(s): (Común, Laboral), Tesis: VII.2o.T. J/43 (10a.), que dice: 

“PROCEDENCIA DE LA VÍA EN LOS PROCEDIMIENTOS LABORALES. AL SER UN PRESUPUESTO PROCESAL, EL TRIBUNAL DE TRABAJO DEBE ESTUDIARLA OFICIOSAMENTE ANTES DE ANALIZAR EL FONDO DEL ASUNTO, POR LO QUE ES INNECESARIO QUE LA DEMANDADA LA OPONGA COMO EXCEPCIÓN EN EL JUICIO DE ORIGEN PARA QUE INTRODUZCA ESE ARGUMENTO COMO CONCEPTO DE VIOLACIÓN EN EL AMPARO DIRECTO. De la tesis de jurisprudencia 1a./J. 25/2005, sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA." se advierte que el estudio de la procedencia de la vía, al ser una cuestión de orden público, debe analizarse de oficio, porque la ley expresamente ordena el procedimiento en que deben tramitarse las controversias, sin permitir a las partes decidir al respecto, salvo las excepciones expresamente señaladas en la ley; en consecuencia, aunque exista un auto admisorio de la demanda y la vía propuesta, sin que la demandada la hubiere impugnado mediante el recurso correspondiente o por una excepción, ello no implica que la forma de sustanciar el procedimiento prevista por el legislador no deba tomarse en cuenta. De lo anterior, se concluye que el tribunal de trabajo debe estudiar de oficio dicho presupuesto, antes de avocarse al fondo del asunto, porque de otra manera se vulnerarían los derechos de legalidad y seguridad jurídica establecidos en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; de ahí que es innecesario que la demandada haya opuesto la excepción de improcedencia de la vía en la contestación de la demanda en el juicio natural, para que pueda introducir ese argumento como concepto de violación en el amparo directo y deba estudiarse..-

Por otra parte se tiene que las autoridades demandadas, al producir su respectiva contestación que obra a fojas 70 a la 84 de este sumario, oponen las causales de improcedencia y sobreseimiento  del articulo 229 fracción II del Código de la materia, que basa en que  el actor no reclamo ningún hechos en forma particular, señalando que son infundados e inoperantes  los conceptos de impugnación que hace valer ya que son actos que fueron emitidos por el Pleno de la CEGAIP. Al respecto, en torno a los argumentos planteados por la autoridad demandada; debe decirse que al no constituir propiamente causales de improcedencia o sobreseimiento, resultan inatendibles en este momento, pues se trata de cuestiones inherentes al fondo de la Litis, que son materia u objeto del presente juicio y deben analizarse al estudiar los conceptos de impugnación de la parte actora.

Sirve de apoyo por analogía, la Tesis de Jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo es aplicable al presente caso, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Época: Novena Época, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Materia(s): Común, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen incidentes planteados por las partes; por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 6 a la 10 de este sumario, argumentos que no se trascriben y por economía procesal se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.
Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia  de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.-  Precisado lo anterior, nos ocuparemos del primero y segundo de los conceptos de impugnación que plantea la accionante en este juicio, en el cual se hacen valer agravios respecto a las notificaciones  del procedimiento **********en el que se impone al actor una multa por la cantidad de **********los cuales se examina con las manifestaciones expuestas por la autoridad demandada en su escrito de contestación y de las diversas constancias y probanzas ofrecidas por las partes que obran en autos de este expediente.

Apoya lo antes dicho la jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, visible en la Tesis con Registro 2011406, Décima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, Publicación: viernes 08 de abril de 2016 10:08 h, Materia(s): (Común), Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.), Pagina 2018, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso...”  

Y la Tesis de  Aislada, Registro digital: 212147, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Octava Época, Materias(s): Común, Tesis: II.1o.132 K, Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo XIII, Junio de 1994, página 511, que dice: 

“AGRAVIOS. EXAMEN DE LOS. El hecho de que la Sala examine los agravios en conjunto y no de manera separada, no le causa perjuicio alguno al peticionario de amparo, porque lo fundamental es su examen”.

Conceptos de impugnación que en la parte que interesa refieren: 

“PRIMER CONCEPTO DE IMPUGNACION.

 “La sola emisión de dos resoluciones emitidas dentro de dos procedimientos administrativos para la imposición de medidas de apremio derivadas de un expediente de verificación de las obligaciones de transparencia, es conculcatorio de los derechos humanos de legalidad y seguridad jurídica que tengo dentro de mi esfera de derechos y por tanto, deberán declararse ilegales así como determinarse su nulidad lisa y llana.”

“En efecto, (…), el solo hecho de que se hayan emitido las resoluciones que impuso una medida de apremio en mi contra dentro del procedimiento (…) sin que se me haya notificado legalmente del inicio de dichos procedimientos en los términos de la legislación aplicable en la época en que se dio inicio a los procedimiento de referencia (…),  esa  notificación no se hizo  en forma personal al suscrito, toda vez que  todos los sujetos obligados, como lo es (…).”

“Ahora bien, respecto de la omisión de notificar al suscrito a tal procedimiento de  verificación que a aquí se impugna, la obligación de cuya omisión me duelo, es decir, de la obligación de notificarme del procedimiento se encuentra previsto en el artículo (…), sin embargo, se afirma por mi parte que las autoridades responsables omitieron notificar al suscrito, no solo del inicio del procedimiento seguido en mi contra por la supuesta omisión de cumplimiento a las obligaciones de transparencia, sino se omitió concederme  la oportunidad de plantear una defensa, de ofrecer pruebas, de alegar y finalmente, de recibir una resolución de parte de la autoridad que se encuentre apegada a derecho de acuerdo con las formalidades establecidas en la ley para practicar las notificaciones.”

“…De igual manera, con relación al procedimiento sancionar seguido en mi contra existe la obligación de las autoridades demandadas de notificarme de manera personal conforme  las reglas previstas en las disposiciones (…).”

“SEGUNDO CONCEPTO DE IMPUGNACIÓN.
“De la resolución que se impugna (…), en sus considerándose determina que el sujeto obligado incumplió las obligaciones de transparencia y por tanto procede a determinar la medida de apremio en contra del suscrito (considerándome como sujeto obligado).”

“Lo anterior es así, toda vez que el suscrito, como presidente municipal en el periodo que supuestamente se revisó, (…), no tengo el carácter de sujeto obligado, (…).”

“Lo anterior, me permite concluir que si el Municipio de Cerro de San pedro, contaba con una unidad de transparencia previamente designada…pues tales actividades escapan a las responsabilidades asignadas como presidente del ayuntamiento, ya que precisamente para eso  es que se designa a un responsable (…).”

Determinando por parte de esta Sala Unitaria, que el concepto de impugnación en cita resultan infundados e inoperantes por insuficientes.

Lo anterior es así, toda vez, que los argumentos que esgrime el actor, son insuficientes para determinar la legalidad del acto materia de este juicio que los es la la multa impuesta en el resolución que impugna, ya que se advierte que el accionante no combatió por vicios propios la multa o sanción impuesta en la Resolución de fecha **********dictada en el expediente  **********en el que se impone al actor una multa por la cantidad de **********en términos de los artículos 196 y 207 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, los cuales establecen que en contra de la imposición de multas derivadas de la ejecución de medidas de apremio y, en contra de las sanciones impuestas en la resolución al procedimiento sancionatorio, procederá el juicio de nulidad ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; numerales que  citados que a la letra establecen: 
“Artículo 196. En contra de la imposición de multas derivadas de la ejecución de medidas de apremio, procede el juicio de nulidad ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, y es independiente del procedimiento sancionador que en su caso se implemente al infractor.”
“Artículo 207. En contra de la resolución al procedimiento sancionatorio procede el juicio de nulidad ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, sólo para los efectos de lo resuelto y las sanciones impuestas en el procedimiento sancionatorio de este Capítulo.

“Lo anterior, sin perjuicio de que las resoluciones de los recursos de revisión de la CEGAIP son vinculatorias, definitivas e inatacables para los sujetos obligados y su cumplimiento es independiente del procedimiento descrito en este Capítulo.”

Advirtiéndose del análisis de conceptos de impugnación en comento que no son la relación razonada que ha de establecerse entre el acto emitido por la autoridad demandada y los derechos fundamentales que se estimen violados al aplicarla, a efecto de mostrar jurídicamente la contravención de estos por dichos actos, a virtud de que combatió cuestiones procedimentales como lo fue las notificaciones que le fueron efectuadas y el carácter con que se impuso la multa de sujeto obligado, que son actos  previos a la imposición de la multa o sanción que cuya competencia solo es materia del presente juicio contencioso administrativo.

En efecto, sus conceptos de impugnación son infundados, porque no van enfocados en controvertir o atacar por vicios propios la multa o sanción impuesta, sino que se encuentran combatiendo formalidades en el procedimiento sancionador y  el carácter como fue sancionado,  así como la supuesta indebida notificación de emplazamiento, con lo que al parecer se violaron sus garantías de audiencia y debido proceso. 
Bajo esa premisa, son infundados por inoperante e insuficiente, los argumentos que esgrime la actora para determinar la ilegalidad de la multa, no formula ningún razonamiento lógico jurídico encaminado a combatir las consideraciones y fundamentos de la multa o sanción impuesta, siendo que los argumentos que refiere van enfocados a atacar lo relativo a la falta de notificación y violaciones procedimentales previos a la multa, que no son la relación razonada que ha de establecerse entre los hechos que la actualizan y sustentan la sanción emitidos por la autoridad demandada y los derechos fundamentales que se estimen violados, a efecto de mostrar jurídicamente la contravención de estos por dichos actos, y la aplicación de la misma en su perjuicio, características que debe en este caso reunir el concepto de impugnación en análisis para que pueda ser materia de estudio por la naturaleza del acto que se analiza, en tanto que los que aquí argumentan, son meras apreciaciones subjetivas, que no combaten la multa que le fue impuesta en el procedimiento ********** es decir, dado que el promovente es omiso por completo de esgrimir conceptos de impugnación que sean tendientes a demostrar que la multa impuesta fue emitida contraviniendo las normas aplicables al caso, o bien que se dejó de aplicar en su perjuicio algún dispositivo legal o que se aplica indebidamente, por lo que se reitera que dichos argumentos son inoperantes por insuficientes.
Tiene aplicación la tesis aislada  de la Quinta Época,  Registro: 347600,  Instancia: Tercera Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación,  XC, Materia(s): Común, Tesis: Página: 2589 que refiere: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION DEFICIENTES. No basta, para proceder al estudio de los conceptos de violación, la declaratoria general de que no se estudiaron los agravios hechos valer en segunda instancia, o bien, que no se fundó ni motivó el acto reclamado, sino que en uno y en otro casos, el quejoso debe fundar los motivos de impugnación, precisando en qué hace consistir la falta de análisis de los agravios, así como porqué considera que la sentencia no está fundada ni motivada.”

[Énfasis añadido]
Y el criterio de la Época: Octava Época,  Registro: 228171, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo III, Segunda Parte-1, Enero-Junio de 1989, Materia(s): Administrativa, Tesis: Página: 201, que dice:  

“CONCEPTO DE VIOLACION INOPERANTE POR INSUFICIENTE, CUANDO NO SE EXPRESAN ARGUMENTOS LOGICO-JURIDICOS. La sala responsable no viola garantías en perjuicio de la peticionaria, cuando ésta no expresa en el concepto de violación argumentos lógico-jurídicos en contra de las consideraciones de aquélla, sin combatir el razonamiento respecto de la fundamentación de las causales de anulación alegadas por la actora, pues la quejosa solamente señala que la existencia de tales violaciones al procedimiento, tácitamente reconocidas por la responsable, le causan agravios, resultando con ello el concepto de violación inoperante por insuficiente. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.”

[Énfasis añadido]
De la Novena Época, Registro: 176045, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXIII, Febrero de 2006, Materia(s): Común, Tesis: I.11o.C. J/5, Página: 1600, que señala: 

“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. LO SON LAS SIMPLES EXPRESIONES GENÉRICAS Y ABSTRACTAS CUANDO NO PROCEDE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. Si no se está en el caso de suplir la deficiencia de los agravios en términos del artículo 76 Bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, no basta que el recurrente exprese sus agravios en forma genérica y abstracta, es decir, que se concrete a hacer simples aseveraciones para que el Tribunal Colegiado emprenda el examen de la legalidad de la resolución recurrida del Juez de Distrito a la luz de tales manifestaciones, sino que se requiere que el inconforme en tales argumentos exponga de manera razonada los motivos concretos en los cuales sustenta sus propias alegaciones, esto es, en los que explique el porqué de sus aseveraciones, pues de lo contrario los agravios resultarán inoperantes.
[Énfasis añadido]
Criterio de la Novena Época, con número de Registro: 191370, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XII, Agosto de 2000, Materia(s): Común, Tesis: I.6o.C. J/21, Página: 1051 que señala: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON SI NO CONTIENEN DE MANERA INDISPENSABLE, LOS ARGUMENTOS NECESARIOS QUE JUSTIFIQUEN LAS TRANSGRESIONES DEL ACTO RECLAMADO. Si en los conceptos de violación no se expresan los razonamientos lógicos y jurídicos que expliquen la afectación que le cause a la quejosa el pronunciamiento de la sentencia reclamada, los mismos resultan inoperantes, toda vez que todo motivo de inconformidad, no por rigorismo o formalismo, sino por exigencia indispensable, debe contener los argumentos necesarios, tendientes a justificar las transgresiones que se aleguen, de tal manera que si carecen de aquéllos, no resultan idóneos para ser analizados por el tribunal federal correspondiente, en el juicio de amparo. 

[Énfasis añadido]
En ese tenor, por los razonamientos citados con antelación, no le asiste razón al actor  para que proceda la nulidad de los actos impugnados, siendo que es legal y válido, al no haberse acreditado en autos de este procedimiento por su parte las acciones intentadas en este Tribunal, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de esta resolución.  
En tal virtud, ante lo infundado de los argumentos expresados por el actor, con fundamento en los artículos 249, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado consistente en la Resolución de fecha **********dictada en el expediente  **********en el que se impone al actor una multa por la cantidad de **********del cual tuvo conocimiento mediante el 10 de enero de 2024, resolución que se encuentra impugnado en este juicio,  de acuerdo a los razonamientos precisados en el  considerando Sexto de la presente sentencia.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracciones I y XVIII, y 9º fracción III, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 1º, 2º, 249, 251, 252 y 253, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto   impugnado, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de la presente sentencia.
TERCERO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO delos diversos actos impugnados descritos en el considerando Cuarto del presente juicio contencioso administrativo, por las razones contenidas en el mismo.

CUARTO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 

	Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

